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 Resumen 
 En su resolución 57/174, de 18 de diciembre de 2002, la Asamblea General 
pidió al Secretario General que en su quincuagésimo octavo período de sesiones le 
presentara un informe sobre la evaluación quinquenal de la aplicación de las 
decisiones adoptadas en el vigésimo período extraordinario de sesiones, incluido el 
Plan de Acción para la aplicación de la Declaración sobre los principios rectores de 
la reducción de la demanda de drogas, basándose en el informe de la Comisión de 
Estupefacientes sobre su 46º período de sesiones. El presente informe se ha 
preparado en cumplimiento de esa solicitud. 
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 I. Introducción 
 

1. En junio de 1998, en su vigésimo período extraordinario de sesiones, dedicado 
a la acción común para contrarrestar el problema mundial de las drogas, la 
Asamblea General aprobó una Declaración política (resolución S-20/2, anexo), la 
Declaración sobre los principios rectores de la reducción de la demanda de drogas 
(resolución S-20/3, anexo) y medidas de fomento de la cooperación internacional en 
la lucha contra el problema mundial de las drogas (resolución S-20/4). Las medidas 
previstas en la resolución S-20/4 abarcaban el Plan de Acción para combatir la 
fabricación ilícita, el tráfico y el uso indebido de estimulantes de tipo anfetamínico 
y sus precursores (resolución S-20/4 A), medidas para fiscalizar los precursores 
(resolución S-20/4 B), medidas para promover la cooperación judicial (resolución S-
20/4 C), medidas contra el blanqueo de dinero (resolución S-20/4 D) y el Plan de 
Acción sobre cooperación internacional para la erradicación de los cultivos ilícitos 
para la producción de drogas y desarrollo alternativo (resolución S-20/4 E). 
Posteriormente, en su quincuagésimo cuarto período de sesiones, la Asamblea 
aprobó el Plan de Acción para la aplicación de la Declaración sobre los principios 
rectores de la reducción de la demanda de drogas, que figura en el anexo de la 
resolución 54/132, de 17 de diciembre de 1999. 
 
 

 II. Evaluación quinquenal de la aplicación de las decisiones 
adoptadas por la Asamblea General en su vigésimo período 
extraordinario de sesiones 
 
 

2. En su resolución 57/174, de 18 de diciembre de 2002, titulada “Cooperación 
internacional contra el problema mundial de las drogas”, la Asamblea General instó 
a todos los Estados a que aplicaran las decisiones adoptadas en el vigésimo período 
extraordinario de sesiones dentro de los plazos convenidos, en particular las 
medidas prácticas de gran prioridad en los planos internacional, regional y nacional. 
La Asamblea pidió al Secretario General que en su quincuagésimo octavo período 
de sesiones le presentara un informe sobre la evaluación quinquenal de la aplicación 
de las decisiones adoptadas en el vigésimo período extraordinario de sesiones, 
incluido el Plan de Acción para la aplicación de la Declaración sobre los principios 
rectores de la reducción de la demanda de drogas, basándose en el informe de la 
Comisión de Estupefacientes sobre su 46º período de sesiones. El presente informe 
se ha preparado en cumplimiento de esa solicitud. 

3. La Asamblea General encomendó a la Comisión de Estupefacientes, que había 
actuado de órgano preparatorio de su vigésimo período extraordinario de sesiones, 
la tarea de supervisar la aplicación de los planes de acción y las medidas que se 
habían adoptado en ese período de sesiones. En el párrafo 20 de la Declaración 
política, la Asamblea exhortó a todos los Estados a que informaran cada dos años a 
la Comisión de Estupefacientes sobre sus esfuerzos por cumplir las metas y 
objetivos para los años 2003 y 2008. Pidió a la Comisión que analizara esos 
informes con objeto de intensificar la cooperación en la lucha contra el problema 
mundial de la droga. 

4. La Comisión de Estupefacientes examinó sus nuevos mandatos emanados del 
párrafo 20 de la Declaración política en su 42º período de sesiones, celebrado del 16 
al 25 de marzo y los días 30 de noviembre y 1º de diciembre de 1999. La Comisión 
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aprobó un cuestionario para recabar información de los Estados Miembros con 
respecto a la aplicación de las medidas y los planes de acción aprobados por la 
Asamblea General. Pidió al Director Ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas 
para la Fiscalización Internacional de Drogas que preparara, sobre la base de las 
respuestas de los gobiernos al cuestionario y aprovechando la experiencia y los 
conocimientos especializados adquiridos por el Programa con sus programas 
generales de asistencia, informes bienales para que los examinara la Comisión 
en 2001, 2003, 2007 y 2008. La Comisión examinó el primer informe bienal del 
Director Ejecutivo, basado en 109 respuestas al cuestionario, en su 44º período de 
sesiones, celebrado en 2001, y el segundo, basado en 117 respuestas al cuestionario, 
en su 46º período de sesiones. En la presente evaluación de la aplicación de las 
decisiones adoptadas en el período extraordinario de sesiones se tiene en cuenta la 
información proporcionada por los gobiernos en sus respuestas al segundo 
cuestionario bienal, incluida en el informe del Director Ejecutivo a la Comisión 
(E/CN.7/2003/2 y Add. 1 a 6), y la información proporcionada por los gobiernos a la 
Comisión en su 46º período de sesiones. 
 
 

 III. Serie de sesiones a nivel ministerial de la Comisión de 
Estupefacientes: examen quinquenal de los progresos 
realizados en el cumplimiento de las metas y objetivos 
contenidos en la Declaración política 
 
 

5. En cumplimiento de la resolución 1999/30 del Consejo Económico y Social, 
de 28 de julio de 1999, y de la resolución 45/7 de la Comisión de Estupefacientes, 
los días 16 y 17 de abril de 2003 la Comisión celebró en Viena una serie de sesiones 
a nivel ministerial a las que asistieron representantes de 132 Estados Miembros, 
entre ellos 75 ministros. El tema de la serie de sesiones fue la evaluación de los 
progresos realizados y las dificultades encontradas por los gobiernos en el 
cumplimiento de las metas y objetivos contenidos en la Declaración política. Al 
final de la serie de sesiones, los ministros y representantes oficiales participantes 
aprobaron una declaración ministerial conjunta que abarca la evaluación del 
cumplimiento de los compromisos contraídos en el vigésimo período extraordinario 
de sesiones de la Asamblea General y un conjunto de recomendaciones para el 
período comprendido entre 2003 y 2007 que la Asamblea tiene ante sí en el 
documento A/58/124. El presente informe sobre la evaluación quinquenal de la 
aplicación de los planes de acción y las medidas adoptadas en 1998 está 
estructurado conforme a esas medidas y planes de acción. 
 
 

 IV. Aprobación de estrategias y planes nacionales de 
fiscalización de drogas 
 
 

6. Una estrategia o un plan nacional de fiscalización de drogas es un instrumento 
esencial para garantizar una planificación cuidadosa y una acción coordinada que 
aborden todos los aspectos del problema de la droga y la interacción entre las 
diferentes esferas de actividades, como la aplicación coercitiva de la ley, la sanidad, 
la educación y el desarrollo sostenible. El 77% de los gobiernos que respondieron el 
cuestionario bienal han aprobado o actualizado estrategias o planes nacionales de 
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fiscalización de drogas para incluir los objetivos y metas aprobados por la Asamblea 
General en su vigésimo período extraordinario de sesiones. La abrumadora mayoría 
de los Estados (el 91%) indicaron que sus estrategias o planes eran de carácter 
multisectorial y que los principales sectores abordados eran la salud (93%), los 
programas sociales (84%), la educación (88%), la aplicación coercitiva de la ley 
(91%), la justicia, el empleo, los programas para los jóvenes y las organizaciones no 
gubernamentales y de la sociedad civil. 

7. Un requisito importante para la aplicación de una estrategia o plan nacional de 
fiscalización de drogas es que exista una coordinación eficaz entre el gobierno y la 
sociedad civil. La mayoría de los Estados que respondieron (el 89%) indicaron que 
habían establecido una entidad coordinadora central, una comisión o una oficina o 
comité interministerial, con frecuencia presidido por un alto funcionario y situado 
en la oficina del Presidente, Vicepresidente, Primer Ministro o de un ministro 
principal, con objeto de coordinar la aplicación de las estrategias o planes de acción 
nacionales. Como se indica en la figura I infra, desde 1998 se han realizado 
progresos considerables en esa esfera, lo que se advierte en las respuestas de los 
gobiernos durante los períodos primero y segundo de presentación de informes. 
 

Figura I 
Estrategias nacionales de fiscalización de drogas, 1998-2000 y 2000-2002 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 V. Plan de Acción para la aplicación de la Declaración sobre 
los principios rectores de la reducción de la demanda de 
drogas 
 
 

8. La reducción de la demanda es un pilar indispensable del enfoque global para 
luchar contra el problema mundial de la droga. Un acontecimiento histórico fue la 
aprobación de la Declaración sobre los principios rectores de la reducción de la 
demanda de drogas por parte de la Asamblea General en su vigésimo período 
extraordinario de sesiones, seguida, un año más tarde, de la aprobación del Plan de 
Acción para la aplicación de la Declaración sobre los principios rectores de la 
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reducción de la demanda de drogas. De los 117 Estados que en 2002 respondieron el 
segundo cuestionario bienal, el 86% informaron de que disponían de una estrategia 
nacional para la reducción de la demanda de drogas inspirada o basada en los 
principios rectores. 

9. El porcentaje de Estados que notificaron que sus actividades de reducción de 
la demanda se basaban en una evaluación de la situación del uso indebido de drogas 
y el análisis de los datos, como se subrayaba en la Declaración sobre los principios 
rectores de la reducción de la demanda de drogas, aumentó del 74% en el primer 
período de presentación de informes al 84% en el segundo. También aumentó el 
porcentaje de Estados que notificaron que contaban con mecanismos para evaluar el 
problema (del 61% en el primer período al 82% en el segundo). La Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito está abocada decididamente a la tarea 
de establecer normas y prestar asistencia técnica a los Estados para la evaluación y 
el análisis de la situación por conducto de su Programa Mundial de Evaluación del 
Uso Indebido de Drogas. 

10. También se registró un aumento (del 69% en el primer período al 75% en el 
segundo) del porcentaje de Estados que cuentan con mecanismos para evaluar los 
resultados de sus estrategias nacionales de reducción de la demanda e informar al 
respecto, en consonancia con la importancia asignada en la Declaración sobre los 
principios rectores de la reducción de la demanda de drogas a la evaluación y la 
adopción de un enfoque basado en la comprobación científica. Se amplió el alcance 
de los programas de prevención, particularmente el de los relativos al desarrollo de 
conocimientos esenciales para la vida cotidiana y a las alternativas al abuso de 
drogas y los que se aplican en centros de salud y en el sistema penitenciario. En un 
tercio de los programas se atendía a cuestiones de género. Aumentó el porcentaje de 
Estados que ofrecen tratamiento no farmacológico del abuso de drogas y también el 
de los que ofrecen servicios especializados, entre ellos, tratamiento de 
desintoxicación y sustitución. También se acrecentó la participación de los centros 
de atención primaria y otros centros de salud, instituciones penitenciarias, 
instituciones comunitarias y centros terapéuticos especializados en la prestación de 
servicios de tratamiento de la adicción. Además, se amplió el alcance de los 
programas encaminados a reducir las consecuencias sanitarias y sociales negativas 
del abuso de drogas, en particular los de detección de enfermedades infecciosas 
vinculadas a éste. 

11. La prevención del uso indebido de drogas seguía siendo una prioridad. Las 
campañas de información pública seguían ocupando un lugar prominente en las 
estrategias nacionales contra las drogas (del 81% en el primer período de 
presentación de informes pasaron al 83% en el segundo) y el porcentaje de Estados 
que basaban sus campañas de información en la determinación de las necesidades 
aumentó del 79% en el primer período al 95% en el segundo. 

12. El 50% de los Estados indicaron que hacían frente a restricciones financieras 
para poner en práctica el Plan de Acción para la aplicación de la Declaración sobre 
los principios rectores de la reducción de la demanda de drogas. Por lo menos un 
tercio de los Estados que respondieron mencionaron otros impedimentos 
relacionados con la falta de sistemas y estructuras adecuados, de capacidad técnica, 
de coordinación y de cooperación multisectorial.  
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13. De la información disponible se desprende que los Estados están llevando a la 
práctica los compromisos contraídos en el vigésimo período extraordinario de 
sesiones. Las actividades han aumentado considerablemente en casi todos los 
sectores correspondientes a los mandatos contenidos en el Plan de Acción para la 
aplicación de la Declaración sobre los principios rectores de la reducción de la 
demanda de drogas. 

14. Reducir la demanda de drogas ilícitas requiere un cambio de actitudes y 
comportamientos, proceso que exige esfuerzos sostenidos a largo plazo. De hecho, 
se han registrado progresos. Los Estados procuran aplicar un enfoque equilibrado, y 
para la mayoría de ellos la reducción de la demanda ha pasado a ser una prioridad. 
No obstante, la gravedad del uso indebido de drogas, especialmente en los países en 
desarrollo y los países con economía en transición, sigue siendo motivo de 
preocupación, si bien en otras partes del mundo se ha estabilizado el consumo de 
determinados estupefacientes. A efectos de lograr resultados apreciables y 
mensurables es necesario redoblar los esfuerzos por reducir la demanda en los cinco 
próximos años. En especial, los gobiernos deberían seguir demostrando su 
compromiso mediante la asignación de recursos proporcionados al desafío que 
plantea el uso indebido de drogas. 
 
 

 VI. Plan de Acción para combatir la fabricación ilícita, el tráfico 
y el uso indebido de estimulantes de tipo anfetamínico y sus 
precursores 
 

15. En el párrafo 13 de la Declaración política los Estados Miembros decidieron 
prestar especial atención a las nuevas tendencias en la fabricación, el tráfico y el 
consumo ilícitos de drogas sintéticas e instaron a que se adoptaran medidas 
encaminadas a hacer efectivo el Plan de Acción para combatir la fabricación ilícita, 
el tráfico y el uso indebido de estimulantes de tipo anfetamínico y sus precursores. 
En el Plan de Acción se recomendaba adoptar medidas en cinco esferas clave: 
sensibilización con respecto al problema, reducción de la demanda, suministro de 
información precisa, limitación de la oferta y fortalecimiento del sistema de 
fiscalización. 

16. La mayoría de los gobiernos que respondieron el cuestionario bienal (el 88%) 
comunicaron que habían aplicado las disposiciones de los tratados de fiscalización 
internacional de drogas, las resoluciones y decisiones del Consejo Económico y 
Social y de la Comisión de Estupefacientes y las recomendaciones de la Junta 
Internacional de Fiscalización de Estupefacientes relativas a la fabricación ilícita, el 
tráfico y el uso indebido de drogas sintéticas, en particular de estimulantes de tipo 
anfetamínico. Se habían incorporado medidas aplicables a esa clase de sustancias en 
las leyes y reglamentaciones nacionales. Algunos gobiernos mencionaron la falta de 
especialistas nacionales y la necesidad de recibir asistencia internacional para 
aplicar el marco legislativo mundial que rige los diversos aspectos del problema de 
los estimulantes de tipo anfetamínico1. 

__________________ 

 1  En el documento E/CN.7/2003/2/Add.4 figura un análisis más detallado de los esfuerzos 
emprendidos por los Estados con objeto de aplicar el Plan de Acción para combatir la 
fabricación ilícita, el tráfico y el uso indebido de estimulantes de tipo anfetamínico y sus 
precursores. 
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17. Habida cuenta de la rapidez con que cambian las características y la 
distribución geográfica del problema de los estimulantes de tipo anfetamínico, 
muchos gobiernos adoptaron medidas para despertar la conciencia del público al 
respecto y asignaron prioridad a abordar ese fenómeno en todos sus aspectos. La 
mayoría de los gobiernos (el 80% de los que respondieron) habían iniciado 
campañas y estrategias nacionales de prevención y sensibilización. Las campañas 
estaban orientadas a padres y jóvenes, así como a determinados grupos de riesgo. En 
la mayoría de los Estados informantes se había recurrido a campañas en los medios 
de información, medios interactivos, la Internet, líneas telefónicas directas, 
acontecimientos deportivos, centros de orientación, seminarios, cursos prácticos, 
material impreso y planes y programas de estudios con objeto de despertar la 
conciencia acerca de los peligros que entrañan los estimulantes de tipo 
anfetamínico. 

18. La mayoría de los gobiernos (el 60%) indicaron que habían orientado las 
medidas de sensibilización sobre los efectos nocivos de esas sustancias hacia 
determinados grupos, en particular el personal médico, los jóvenes y otros grupos 
vulnerables, los funcionarios de los servicios de represión y del poder judicial, los 
colegios, las universidades, las organizaciones religiosas y populares, los 
consejeros, los funcionarios de los gobiernos locales, los investigadores, los 
camioneros y las organizaciones no gubernamentales. En muchos casos se habían 
adoptado medidas concretas dirigidas a los jóvenes con objeto de disipar la idea 
errónea de que esas sustancias son inofensivas y no producen adicción. Un 
porcentaje considerable de los gobiernos (el 40%) también había centrado sus 
campañas de sensibilización respecto del problema de los estimulantes de tipo 
anfetamínico en el mundo del espectáculo y la industria farmacéutica. 

19. Un porcentaje cada vez mayor de gobiernos (el 75% frente al 57% en el primer 
período de presentación de informes) habían adoptado medidas para reducir el 
abuso de estimulantes de tipo anfetamínico. La mayoría de los gobiernos (el 60%) 
habían iniciado campañas nacionales para reducir la demanda ilícita de esos 
estimulantes. Con todo, menos de un tercio ofrecía tratamiento especializado, 
postratamiento o servicios de otra índole. Las organizaciones no gubernamentales 
desempeñaban una función importante en la promoción de medidas para reducir la 
demanda ilícita de estimulantes de tipo anfetamínico, por lo que varios gobiernos 
habían obtenido la colaboración de esas organizaciones en la prestación de servicios 
de tratamiento. 

20. Las medidas adoptadas para reducir la demanda de estimulantes ilícitos de tipo 
anfetamínico consistían, por ejemplo, en proyectos de educación, prevención, 
tratamiento, vigilancia, evaluación e investigación. En algunos países se habían 
creado programas educativos que se habían incorporado en los planes de estudios de 
los colegios primarios y secundarios. Varios gobiernos ejercían un control estricto 
para prevenir el consumo y la posesión de cantidades incluso ínfimas de esas 
sustancias. En algunos casos esas medidas se complementaban con la imposición de 
sanciones como el encarcelamiento y multas por todo acto de publicidad o 
propaganda que propiciara el uso indebido de drogas, en especial de estimulantes de 
tipo anfetamínico. 

21. Casi el 60% de los gobiernos que respondieron el cuestionario, en 
comparación con el 48% en el primer período de presentación de informes, 
comunicaron que habían aplicado medidas para vigilar continuamente el uso 
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indebido de esas sustancias. La mayoría de los gobiernos (el 57%) habían 
incorporado los resultados de las investigaciones sobre los patrones de la demanda y 
el consumo de las sustancias en las campañas de prevención y los servicios de 
tratamiento. Más de la mitad de los gobiernos que respondieron (el 53%, en 
comparación con el 39% en el primer período de presentación de informes) habían 
adoptado programas concretos para impedir que los jóvenes probaran los 
estimulantes de tipo anfetamínico. 

22. Las indicaciones para la fabricación clandestina de estimulantes de tipo 
anfetamínico y las técnicas de consumo reciben amplia difusión, particularmente en 
la Internet. Algunos gobiernos comunicaron que estaban difundiendo información 
por la Internet acerca de los peligros que entrañan esas sustancias y que los 
organismos de aplicación coercitiva de la ley estaban trabajando para contrarrestar 
el uso indebido de la tecnología de la información, entre otras cosas el de la 
Internet, para promover el abuso de estimulantes de tipo anfetamínico. El porcentaje 
de gobiernos que habían adoptado medidas para prevenir la difusión de información 
sobre drogas ilícitas en la Internet aumentó del 14% en el primer período de 
presentación de informes al 25% en el segundo. Algunos gobiernos habían 
establecido dependencias especiales para evitar que la Internet se utilizara en 
provecho de la delincuencia organizada y habían creado sitios web con objeto de 
difundir información especialmente a los padres, los estudiantes y los profesionales 
de la salud. 

23. La fiscalización eficaz de la producción de precursores de los estimulantes de 
tipo anfetamínico es esencial para poner coto a la fabricación ilícita de esas 
sustancias. El 63% de los gobiernos que respondieron el cuestionario habían 
adoptado medidas para descubrir los puntos de fabricación clandestina, incluso 
medidas para vigilar los métodos utilizados. Algunos Estados (38% de los que 
respondieron) realizaban periódicamente análisis de caracterización y perfiles de los 
estimulantes de tipo anfetamínico incautados. El 55% de los gobiernos habían 
adoptado medidas para fortalecer la cooperación con la industria química a efectos 
de prevenir la desviación de precursores. Un avance decisivo fue el acuerdo 
internacional para promover la cooperación en materia de fiscalización de los 
precursores utilizados en la fabricación ilícita de estimulantes de tipo anfetamínico, 
en virtud de una nueva iniciativa llamada Proyecto Prisma. De modo análogo, un 
porcentaje elevado de gobiernos (el 45%) habían adoptado medidas para prevenir la 
desviación y la comercialización y prescripción irresponsables de estimulantes de 
tipo anfetamínico. 

24. Es indispensable fortalecer las leyes y las actividades de represión con objeto 
de combatir el tráfico de estimulantes de tipo anfetamínico y de promover la 
cooperación regional contra la fabricación ilícita, el tráfico y el uso indebido de esas 
sustancias. Sin embargo, únicamente el 35% de los gobiernos que respondieron el 
cuestionario indicaron que habían prestado asistencia a otros Estados para hacer 
frente a esos problemas. En cambio, casi el 60% de los gobiernos, en comparación 
con el 50% en el primer período de presentación de informes, habían adoptado 
medidas para mejorar la cooperación regional en la materia. Es preciso emprender 
esfuerzos especiales suplementarios con objeto de reforzar la asistencia mutua entre 
los Estados para hacer frente a la fabricación ilícita, el tráfico y el uso indebido de 
estimulantes de tipo anfetamínico. 
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 VII. Medidas contra el blanqueo de dinero 
 
 

25. En el párrafo 15 de la Declaración política los Estados Miembros se 
comprometieron a realizar esfuerzos especiales para combatir el blanqueo de dinero 
vinculado al tráfico de drogas y establecieron el año 2003 como meta para que los 
Estados promulgaran legislación con objeto de aplicar las disposiciones pertinentes 
de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes 
y Sustancias Sicotrópicas de 19882. Varios gobiernos comunicaron a la Comisión en 
su 46º período de sesiones que habían adoptado o revisado legislación contra el 
blanqueo de capitales, establecido dependencias de inteligencia financiera e 
investigación y oficinas nacionales especiales de coordinación e introducido 
mecanismos de vigilancia más estrecha y reglamentación del sector financiero y de 
los servicios profesionales. Muchos países informaron de que estaban aplicando las 
recomendaciones del Grupo de Acción Financiera sobre el blanqueo de capitales. 

26. Como se ilustra en la figura II infra, al comparar los períodos de presentación 
de informes de 2001 y 2003 se advierte que el porcentaje de Estados que tipificaron 
como delito el blanqueo del producto del tráfico de drogas aumentó del 80% al 
88%. El porcentaje de Estados que penalizaron el blanqueo del producto de todos 
los delitos graves aumentó del 63% al 78% y el de los que introdujeron medidas 
legislativas para facilitar la investigación del blanqueo de capitales y el 
procesamiento y condena de los responsables aumentó del 48% al 67%, lo que 
indica que se registró un avance considerable en la aprobación y aplicación de 
iniciativas para combatir el blanqueo de dinero. 

27. Como se ilustra en la figura III infra, también se han registrado progresos 
considerables en la esfera del desarrollo de la legislación. El porcentaje de Estados 
que indicaron que en su legislación se disponía el embargo preventivo, la 
incautación y el decomiso del producto de los delitos de narcotráfico aumentó  
del 80% en 2001 al 91% en 2003. El porcentaje de Estados que indicaron que 
contaban con legislación para proceder al embargo preventivo del producto de otros 
delitos graves aumentó del 62% en el primer período de presentación de informes 
al 75% en el segundo, en el segundo en tanto que el de los que habían llevado a 
cabo efectivamente el embargo preventivo, la incautación o el decomiso del 
producto derivado del narcotráfico aumentó del 62% al 77%. 

__________________ 

 2  Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas para la aprobación de una 
Convención sobre el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, Viena, 25 de 
noviembre a 20 de diciembre de 1988, vol. I (publicación de las Naciones Unidas, Nº de 
Venta S.94.XI.5). 
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Figura II 
Medidas contra el blanqueo de dinero, 1998-2000 y 2000-2002 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura III 
Legislación que prevé el embargo preventivo, la incautación y el decomiso del 
producto derivado del narcotráfico o de otras actividades delictivas graves, 
1998-2000 y 2000-2002 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

28. Se realizaron progresos considerables con respecto a la promulgación de leyes 
y la adopción de medidas encaminadas a informar de las transacciones sospechosas 
o inusuales (véase la figura IV infra) sobre la base del principio de “conocer al 
cliente”, entre ellas medidas para eliminar los obstáculos que se oponen a la 
realización de investigaciones criminales relacionadas con el secreto bancario. Esas 
medidas han permitido identificar a los beneficiarios de las cuentas, sociedades y 
otros activos financieros. 
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Figura IV 
Medidas para informar sobre las transacciones sospechosas o inusuales,  
1998-2000 y 2000-2002 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

29. Varios Estados seguían tropezando con limitaciones y dificultades para 
establecer y aplicar medidas contra el blanqueo de dinero, especialmente debido a la 
carencia o escasez de capacidad técnica y de recursos. En algunos países los 
intereses políticos y económicos impedían o retrasaban la introducción de esas 
medidas. Es necesario aumentar la asistencia técnica para dotar a todos los Estados 
de la capacidad de combatir el blanqueo de dinero y eliminar los obstáculos que se 
oponen al intercambio de información sobre las investigaciones de ese fenómeno. 
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 VIII. Plan de Acción sobre cooperación internacional para la 
erradicación de los cultivos ilícitos para la producción de 
drogas y desarrollo alternativo 
 

30. Desde 1998, año en que la Asamblea General aprobó el Plan de Acción sobre 
cooperación internacional para la erradicación de los cultivos ilícitos para la 
producción de drogas y desarrollo alternativo, los Estados afectados por el cultivo 
ilícito de arbusto de coca y adormidera han venido adoptando planes y programas 
nacionales, entre ellos programas de desarrollo alternativo, con objeto de reducir y 
en definitiva eliminar ese cultivo. Cinco de los seis países más afectados por el 
cultivo ilícito de arbusto de coca y adormidera, a saber, Myanmar y la República 
Democrática Popular Lao en Asia y Bolivia, Colombia y el Perú en América Latina, 
informaron de resultados e inversiones considerables en lo que respecta a combatir 
los cultivos ilícitos. Con excepción del Afganistán, todos los países de Asia 
afectados por el cultivo de adormidera habían registrado una declinación 
considerable del cultivo ilícito. El Pakistán, Tailandia y Viet Nam lo habían 
reducido drásticamente hasta llegar a niveles muy bajos entre 2001 y 2002, en tanto 
que en Myanmar y la República Democrática Popular Lao la producción había 
declinado hasta alrededor de una quinta parte de las cifras del año anterior. El 
Afganistán era la excepción a esa tendencia: toda mejora que se registre en la 
situación de los cultivos ilícitos en los próximos años estará estrechamente 
vinculada al mejoramiento de la situación política y de la seguridad en el país. En 
América Latina, la producción ilícita de coca declinó en Bolivia, Colombia y 
el Perú. 

31. Cuarenta y seis países habían adoptado planes o programas nacionales para 
reducir y, tarde o temprano, eliminar los cultivos de arbusto de coca y de 
adormidera; 37 países notificaron que sus programas o planes también abarcaban el 
cultivo ilícito de cannabis. Los planes o programas nacionales comprendían la 
erradicación de cultivos u otras medidas coercitivas en 60 de los países que 
respondieron (el 53,6%) contra el cultivo ilícito de opio (29 países), arbusto de coca 
(8 países) y cannabis (48 países). En la figura V infra se suministra más información 
sobre diversas medidas que se han adoptado para eliminar los cultivos ilícitos y 
sobre los sistemas de vigilancia correspondientes.  
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Figura V 
Existencia de un  plan o programas nacionales, incluso de desarrollo 
alternativo, de medidas de erradicación u otras medidas coercitivas para 
reducir y en definitiva eliminar los cultivos ilícitos, y de sistemas de  
vigilancia y evaluación para determinar las repercusiones de esos  
programas, 1998-2000 y 2000-2002 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

32. Los programas de desarrollo alternativo y de erradicación de cultivos exigen 
una combinación de actividades de fomento de las instituciones y de desarrollo de la 
comunidad. La mayoría de los gobiernos indicaron que sus programas abarcaban 
actividades de apoyo al establecimiento de organizaciones comunitarias, 
capacitación y financiación de esas organizaciones y otras medidas afines. Se indicó 
que los programas eran equilibrados y polifacéticos, incorporaban enfoques de 
participación y dimensiones de género y atendían a grupos vulnerables y cuestiones 
del medio ambiente. En la figura VI infra se comparan las respuestas dadas en los 
dos períodos de presentación de informes. 

33. Treinta gobiernos indicaron que estaban prestando asistencia de carácter 
bilateral, regional o multilateral para el desarrollo alternativo, en comparación 
con 17 en el primer período de presentación de informes. Algunos países, 
especialmente los más afectados por el cultivo ilícito, habían intensificado las 
actividades de recaudación de fondos para el desarrollo alternativo. Sin embargo, la 
mayoría de los países que ejecutaban programas de desarrollo alternativo y de 
erradicación de cultivos indicaron que esas actividades se financiaban íntegramente 
con recursos nacionales. Varios países, especialmente de África, asignaban 
considerables recursos financieros y humanos a la erradicación del cultivo de 
cannabis. 
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Figura VI 
Aspectos que se tuvieron en cuenta en los programas de desarrollo alternativo, 
1998-2000 y 2000-2002 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

34. Veinticuatro gobiernos comunicaron que poseían sistemas de vigilancia y 
evaluación de los efectos cualitativos y cuantitativos de los programas de desarrollo 
alternativo y de erradicación de cultivos ilícitos. En ese contexto, el Programa 
mundial de vigilancia de los cultivos ilícitos de la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito había hecho posible instituir programas de vigilancia en 
los países más afectados por el cultivo ilícito de arbusto de coca y adormidera. 
Muchos gobiernos mencionaron que la falta de asistencia técnica y financiera 
constituía un obstáculo para la elaboración y aplicación de esos sistemas. 

35. En varios Estados surgieron iniciativas que han contribuido a los progresos 
registrados en el cumplimiento de los objetivos de reducción y, tarde o temprano, 
eliminación de los cultivos ilícitos, particularmente por conducto de programas de 
desarrollo alternativo. Entre los Estados que han emprendido la erradicación del 
cultivo ilícito de arbusto de coca figuraban Bolivia, Colombia y el Perú y entre los 
que han decidido hacer lo propio con el cultivo ilícito de adormidera, el Pakistán y 
la República Democrática Popular Lao. El cultivo ilícito de adormidera se concentra 
en su mayor parte en el Afganistán y Myanmar. Se necesita un mayor y constante 
apoyo de la comunidad internacional para consolidar los progresos realizados hasta 
el momento y poder aproximarse más a la consecución de los objetivos establecidos 
en el vigésimo período extraordinario de sesiones para 2008. El objetivo de eliminar 
o reducir considerablemente los cultivos ilícitos debería incorporarse cada vez más 
a los programas y marcos de asistencia para el desarrollo establecidos por los 
organismos multilaterales y regionales e instituciones financieras internacionales 
pertinentes. 

36. La erradicación o la reducción apreciable de los cultivos ilícitos exige un 
compromiso a largo plazo. Los principales impedimentos para la ejecución 
sostenida de programas de desarrollo alternativo y erradicación de cultivos ilícitos 
son las limitaciones financieras, la restricción del acceso a los mercados del 
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producto del desarrollo alternativo y la carencia de recursos materiales, humanos y 
financieros. 
 
 

 IX. Cooperación judicial 
 
 

37. La Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes, enmendada por el 
Protocolo de 19723, el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 19714, la 
Convención de 1988 y las medidas y los planes de acción aprobados en el vigésimo 
período extraordinario de sesiones de la Asamblea General constituyen el marco de 
cooperación internacional de la lucha contra el problema de las drogas. Desde la 
celebración del vigésimo período extraordinario de sesiones de la Asamblea 
General, varios Estados han ratificado los tratados de fiscalización internacional de 
drogas, que en la actualidad gozan de una adhesión casi universal. 

38. En cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo 16 de la Declaración política, 
los Estados Miembros han adoptado medidas especiales para fomentar la 
cooperación entre las autoridades judiciales y las encargadas de hacer cumplir la ley 
con miras a combatir el tráfico de drogas. Se ha fortalecido la cooperación judicial y 
se han adoptado medidas para facilitar la extradición, la asistencia judicial 
recíproca, la remisión de actuaciones penales, la entrega vigilada y la cooperación 
marítima, así como medidas para fortalecer el proceso judicial, por ejemplo, 
mediante la protección de testigos y de funcionarios judiciales. 

39. En la Convención de 1988 y en las medidas aprobadas en el vigésimo período 
extraordinario de sesiones se instaba a los Estados a que eliminaran los 
impedimentos para la extradición, en particular el de la no extradición de sus 
nacionales. De los Estados que contestaron en el primer período de presentación de 
informes, la mayoría (el 88%) había aprobado leyes que permitían y facilitaban la 
extradición por delitos penales relacionados con el tráfico de drogas. Sin embargo, 
más de la mitad (el 52%) indicó que su legislación excluía o limitaba la extradición 
de nacionales. La mayoría de los Estados abordaban la extradición en el marco de 
acuerdos bilaterales, aunque un porcentaje elevado (el 58%) había concertado 
acuerdos multilaterales de extradición. Muchos Estados habían tropezado con 
dificultades al negociar o hacer efectivos los tratados de extradición. Una de esas 
dificultades era la aplicación de penas que no se consideraban compatibles con las 
disposiciones de los instrumentos vigentes de protección de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales, como la pena capital que imponían algunos Estados 
requirentes.  

40. Una mayoría de Estados (el 70% en ambos períodos de presentación de 
informes) habían aprobado legislación que permitía y facilitaba la cooperación 
judicial con otros Estados. El 30% de los Estados que respondieron habían 
elaborado guías o manuales de asistencia judicial recíproca. A fin de facilitarla, 
muchos Estados habían concertado acuerdos bilaterales (el 70%) o multilaterales (el 
60%) o acuerdos de otra índole que simplificaban los procedimientos para solicitar 
asistencia en casos de blanqueo de dinero. No obstante, la inexistencia de acuerdos 
bilaterales o multilaterales y las diferencias de requisitos jurídicos y procesales a 

__________________ 

 3  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 976, Nº 14152. 
 4  Ibíd., vol. 1019, Nº 14956. 
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menudo impedían la cooperación entre los organismos nacionales de aplicación 
coercitiva de la ley. 

41. Muchos Estados (el 71% de los que respondieron) comunicaron que habían 
intercambiado información con otros Estados sobre técnicas de investigación 
criminal para combatir el tráfico de drogas, la delincuencia organizada y el 
terrorismo. Si bien la mayoría de los Estados (el 79%) habían establecido unidades 
especializadas para investigar delitos vinculados al tráfico de drogas, se señaló que 
debía fomentarse más la cooperación directa entre las autoridades encargadas de 
combatir el tráfico de drogas, en particular con respecto a las medidas contra las 
organizaciones de narcotraficantes. 

42. Varios Estados habían adoptado nuevas técnicas de aplicación coercitiva de la 
ley dirigidas contra las redes delictivas. Por ejemplo, una amplia mayoría de los 
Estados que respondieron (el 74%) indicaron que su ordenamiento jurídico les 
permitía utilizar la técnica de entrega vigilada, lo que había facilitado el 
desmantelamiento de redes delictivas. 

43. El tráfico de drogas por mar seguía constituyendo un importante desafío para 
los Estados: de los que respondieron, más de la mitad indicó que disponía de 
legislación que facilitaba la cooperación judicial para luchar contra el tráfico de 
drogas por mar. Algunos Estados (el 31% de los que respondieron) indicaron que 
habían concertado acuerdos de cooperación con otros Estados para combatir el 
tráfico de drogas por mar y que esos acuerdos se habían invocado para llevar a cabo 
con éxito la interceptación de embarcaciones que transportaban remesas ilícitas de 
drogas. Uno de los obstáculos que se planteaban era que los buques cambiaban de 
pabellón, lo que hacía difícil determinar el Estado en que estaban matriculados. 

44. Muchos Estados (el 63% de los que respondieron en el segundo período) 
contaban con legislación, normas o procedimientos para la protección de jueces, 
fiscales, personal de vigilancia, funcionarios de represión y testigos. Algunos 
Estados (el 22% de los que respondieron en los dos períodos de presentación de 
informes) habían revisado, enmendado, simplificado o fortalecido los 
procedimientos en relación con la protección de los jueces, de los fiscales, del 
personal de vigilancia, de los funcionarios de represión y de los testigos. 
 
 

 X. Fiscalización de precursores 
 
 

45. En el párrafo 14 de la Declaración política, los Estados Miembros decidieron 
prestar especial atención a las medidas de fiscalización de los precursores químicos 
indispensables para la producción de drogas ilícitas. 

46. De las respuestas suministradas por los Estados en los dos períodos de 
presentación de informes se desprende que la fiscalización de precursores mejoró 
marcadamente desde 1998. De los 114 Estados que contestaron la pregunta sobre 
fiscalización de precursores en el segundo período de presentación de informes, 93 
(el 82%) disponía de legislación en la materia, en comparación con el 76% de los 
que respondieron en el primer período. Un alto porcentaje de Estados (el 60%) 
habían promulgado nuevas leyes y reglamentaciones sobre fiscalización de 
precursores, o habían revisado las vigentes, y habían introducido procedimientos 
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para determinar si se utilizaban sustancias químicas sustitutivas y nuevos métodos 
de fabricación de drogas ilícitas e informar al respecto. 

47. Muchos Estados (el 72% de los que respondieron en el segundo período, en 
comparación con el 66% en el primer período) habían establecido procedimientos 
para vigilar y descubrir las transacciones sospechosas con precursores y habían 
aplicado el principio de “conocer al cliente” en relación con el comercio lícito de 
esas sustancias. Es necesario intensificar la vigilancia del comercio de precursores, 
en particular de la presentación de notificaciones previas a la exportación por parte 
de los Estados exportadores a las autoridades competentes de los países 
importadores en relación con todas las transacciones relativas a sustancias incluidas 
en el Cuadro I de la Convención de 1988. En la figura VII se presenta la 
información suministrada por los gobiernos sobre las medidas que han adoptado 
para reforzar la fiscalización de precursores. 
 

  Figura VII 
Medidas para reforzar la fiscalización de precursores, 1998-2000 y 2000-2002 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

48. La cooperación internacional para la vigilancia de precursores ha aumentado 
considerablemente desde 1998 y se han puesto en marcha nuevas iniciativas 
internacionales. La Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes ha 
coordinado las actividades internacionales encaminadas a prevenir la desviación del 
comercio internacional de permanganato potásico, precursor de gran importancia en 
la fabricación de cocaína, en el marco de la Operación Púrpura, y de anhídrido 
acético, sustancia química esencial para la fabricación ilícita de heroína, en el marco 
de la Operación Topacio. La Junta también coordina el Proyecto Prisma, en virtud 
del cual se ejerce la vigilancia de los precursores utilizados en la fabricación ilícita 
de estimulantes de tipo anfetamínico. 

49. Es preciso redoblar los esfuerzos por emprender investigaciones policiales 
cuando se descubre la desviación de precursores del comercio lícito a fin de 
identificar a los responsables y prevenir ulteriores intentos. De forma análoga, es 
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necesario seguir elaborando y aplicando códigos de conducta para la industria 
química y desarrollando la cooperación con asociaciones, particulares o empresas 
que realizan actividades legítimas relacionadas con precursores. 
 
 

 XI. Determinación de tendencias: fomentar el avance  
 
 

50. Las iniciativas emprendidas por los gobiernos para aplicar las medidas y los 
planes de acción aprobados en el vigésimo período extraordinario de sesiones de la 
Asamblea General que se notificaron a la Comisión de Estupefacientes en 2001 y 
en 2003 demuestran los progresos realizados en la lucha contra el problema de las 
drogas. Con todo, junto a esos hechos positivos se han advertido indicios alarmantes 
respecto de ciertos tipos de drogas y en determinadas regiones. La estabilización o 
disminución del abuso de heroína y cocaína en algunos países permite abrigar la 
esperanza de que podrán obtenerse resultados más significativos. Las tendencias en 
materia de drogas sintéticas, en particular, de estimulantes de tipo anfetamínico, son 
motivo de preocupación, y el abuso de cannabis va en aumento. En lo referente a la 
oferta, el cultivo ilícito de coca tiende a disminuir. El cultivo ilícito de adormidera 
también va disminuyendo y desplazándose de una región de Asia a otra, pero el 
volumen total de producción se mantiene estable. El número de países productores 
ha declinado considerablemente, lo que refleja los efectos positivos de los 
programas de desarrollo alternativo, por ejemplo, en el Pakistán y Tailandia. El 
Afganistán es el principal país productor, y la producción en el Asia sudoriental ha 
disminuido. El cannabis se produce en todos los continentes, aunque resulta difícil 
determinar el volumen total de producción. Si bien no se dispone de información 
abundante sobre los lugares de fabricación y los volúmenes de producción de drogas 
sintéticas ilícitas, en particular, de estimulantes de tipo anfetamínico, la producción 
comienza a extenderse más allá de los centros tradicionales de América del Norte, 
Europa y el Asia oriental.  

51. A partir de la presente evaluación y de la larga experiencia de las Naciones 
Unidas en la lucha contra el problema de las drogas ilícitas, pueden determinarse 
varias tendencias. En primer lugar, se observa que las políticas de fiscalización de 
drogas funcionan bien. Existen indicios suficientes que demuestran que, en las 
condiciones apropiadas, los países pueden controlar el problema de las drogas. Esas 
políticas logran su mayor eficacia cuando compaginan las intervenciones para 
reducir la demanda con las destinadas a reducir la oferta, incluidas las actividades 
de represión y de cooperación judicial. En segundo lugar, se observa que las 
actividades de reducción de la demanda funcionan bien. Sin embargo, se requiere 
tiempo y una determinación sostenida. Existen pruebas concluyentes de que la 
prevención, el tratamiento y la rehabilitación son eficaces y, sobre todo, de que su 
costo de oportunidad resulta mucho menos oneroso que la represión y la 
interceptación. En tercer lugar, se observa que el desarrollo alternativo funciona 
bien. Existen pruebas fehacientes de que los cultivos ilícitos para la producción de 
drogas pueden eliminarse si los programas permiten abordar con eficacia el 
problema principal: básicamente, la pobreza de los pequeños agricultores. En las 
zonas de cultivo de opio y coca de todo el mundo los agricultores optaron por 
medios legítimos de subsistencia cuando la relación entre los riesgos y el 
rendimiento estaba en consonancia con una ley fundamental de la economía: el 
dinero fácil sólo se obtiene a cambio de grandes riesgos. El reto a largo plazo 
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consiste en extender los programas de desarrollo alternativo, a mayor escala que 
hasta el momento, a todas las zonas en que se produce opio y coca. Eso requerirá la 
voluntad política sostenida de los gobiernos y el aporte de recursos de los 
organismos multilaterales de desarrollo y de las instituciones financieras. En cuarto 
lugar, se observa que la cooperación internacional funciona bien. Con todo, la 
fiscalización de drogas a nivel mundial sólo podrá seguir funcionando si todos los 
países actúan de consuno en el marco común del derecho internacional. Este marco 
es el de los tres tratados sobre fiscalización de drogas, que se complementan con los 
planes de acción y unas medidas aprobadas en el vigésimo período extraordinario de 
sesiones de la Asamblea General, en particular la Declaración sobre los principios 
rectores de la reducción de la demanda de drogas y el ulterior Plan de Acción para la 
aplicación de la Declaración sobre los principios rectores de la reducción de la 
demanda de drogas. 

 
 


